Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE (Ríos).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 8) 


La Comisión da la bienvenida al señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo Astori, al señor Subsecretario de 
Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, al Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Ernesto 
Agazzi y al señor Presidente del Banco de la República, contador Fernando Calloia. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Hoy venimos a presentar un conjunto de criterios para el tratamiento del 
problema del endeudamiento interno en el país, como consecuencia de los trabajos que se han venido realizando, en los que esta 
Comisión ha tenido participación. 


Quisiera comenzar por agradecer a toda la gente que ha participado en la definición de estos criterios, que ha sido mucha y ha 
trabajado muy bien, porque nos ayudó a quienes ya desde antes de asumir el Gobierno habíamos definido que teníamos que 
analizar este tema. Recordarán que el Ministerio de Economía y Finanzas había anunciado, entre sus medidas inmediatas, la 
formación de una Comisión para estudiar el problema. Esta recibió aportes valiosísimos, en primer lugar, de otras instituciones del 
Estado, en particular de Ministerios, entre los que quiero destacar al de Ganadería, Agricultura y Pesca, que está trabajando sobre 
la base de una realidad muy involucrada en el endeudamiento; esta no es la única realidad, pero sí está muy involucrada por los 
impactos que genera. 


También quisiera agradecer a todos los parlamentarios que han ayudado a esta Comisión en particular a definir estos criterios, y al 
equipo del Ministerio de Economía y Finanzas, que también ha trabajado denodadamente en la búsqueda de soluciones acordadas 
entre todos. 


Por eso es que, beneficiándonos con el aporte de todos estos compatriotas, hoy venimos a presentar lo que, a nuestro juicio, es la 
definición del análisis de estos criterios. 


Quisiera recordar brevemente -no es la primera vez que lo señalo -un conjunto de conceptos básicos de los cuales hemos partido, 
que también deben presidir esta presentación. 


Es evidente que el trabajo ha estado dedicado al gran objetivo de ayudar al deudor que desea pagar y que por diversos motivos ha 
perdido o se le ha lastimado seriamente su capacidad de pago; ese es el objetivo fundamental y prioritario de todo el trabajo que 
hemos realizado. Pero hemos buscado ayudar al deudor que desea pagar y no puede o tiene su capacidad muy limitada, sabiendo 
que con ello no es posible generar amparo y, mucho menos, estímulo a los que no quieren pagar, quienes lamentablemente 
también existen en el país desde hace mucho tiempo. 


Debemos tener especial cuidado en no generar este tipo de señales, por muchas razones. En primer lugar, porque esto tiene 
consecuencias muy malas para aquellos ahorristas que aún no han podido recuperar sus ahorros en el país. En segundo término, 
esto tiene enormes impactos negativos sobre los nuevos ahorristas que tenemos que conquistar para que el sistema financiero 
funcione. El sistema financiero intermedia entre el ahorro y la inversión, y para poder desarrollar su función lo primero que necesita 
es, precisamente, ahorro. Ese ahorro no concurrirá al sistema financiero si este sigue caracterizándose por la pérdida de la 
confianza o por el deterioro de la confianza. Por lo tanto, esta es una posible tercera consecuencia muy mala de señales que 
amparen al mal deudor. La cuarta es que si se nos plantea una situación de este tipo, será imposible recuperar una herramienta 
absolutamente fundamental para el país que es el crédito, sobre todo si pretendemos asignar a la inversión productiva el papel 
relevante que debe tener. Pensar que en Uruguay puede haber inversión productiva sin crédito es realmente un mito, ya no una 
utopía; es algo irrealizable. Por lo tanto, tenemos que cuidar mucho -habrá un comentario especialmente dedicado a este tema en 
la presentación de estos criterios- el hecho de que Uruguay recupere condiciones de crédito lo antes posible y que los deudores a 
quienes estamos tratando de ayudar vuelvan a ser sujetos de crédito lo antes posible. 


Finalmente, si amparamos a los malos deudores, a los malos pagadores, vamos a ingresar en una contradicción esencial con un 
criterio que este Gobierno pretende defender a toda costa y que ya empezó a aplicar con la crisis de la Cooperativa Nacional de 
Ahorro y Crédito, y es el de no volcar recursos de la sociedad en su conjunto a financiar malas experiencias financieras. Si 
defendemos este criterio para no asistir a las instituciones con problemas, también tenemos que aplicar este criterio cuando se trata 
de buscar soluciones al endeudamiento interno. Para decirlo de otra manera: no podemos volcar recursos de la sociedad en su 
conjunto para amparar a malos pagadores. Esto lo hizo el país muchas veces y, lamentablemente, con resultados muy malos. 


En el trabajo se trató de buscar estos equilibrios. No es una tarea sencilla, pero es posible y estamos convencidos de que los 
resultados del trabajo que traemos hoy, con el aporte de tantos compatriotas -como dije al principio: Ministerios, profesionales, 
Legisladores- es una manera de demostrar que se puede hacer algo por el endeudamiento interno sin comprometer estos criterios 
fundamentales. 


El tercer aspecto que quiero destacar en este conjunto de conceptos fundamentales es que estamos muy decididos a ser muy 
severos con los deudores contumaces. Dicha severidad se planteará desde varias perspectivas, de las cuales quiero destacar dos. 
Como ya saben muchos parlamentarios ante los cuales ya hicimos el anuncio correspondiente, estamos preparando la legislación 
que nos habilite a publicar la situación de los deudores contumaces. Hemos tomado como base un proyecto del señor Diputado 
Posada al que le estamos agregando disposiciones que nos permiten superar inhibiciones que contiene el Código Penal y la Carta 
Orgánica del Banco Central. A la brevedad será enviado al Parlamento. 


La otra perspectiva refiere directamente a definir de una vez por todas la situación de estos deudores, acelerando los 
procedimientos de su ejecución. 


Partiendo de estos conceptos básicos, quisiera presentar la parte fundamental del documento que hemos traído -que estará a 
disposición de todos los integrantes de esta Comisión y del Parlamento en su conjunto para que pueda ser examinado- dividiendo 
mi exposición en seis puntos. 


En primer lugar, me voy a referir a la definición de los grupos de deudores que se presentan en el documento. En segundo término, 
hablaré sobre la cobertura de deudores a los que alcanzan los criterios que venimos a proponer. En tercer lugar, mencionaré los 
criterios generales de tratamiento de las deudas y luego los criterios específicos de tratamiento de estas deudas. La diferencia 
entre unos y otros es que los primeros se aplican a todos, mientras que los segundos se aplican de acuerdo con las categorías que 
vamos a definir enseguida; por eso son criterios generales y específicos. 


El quinto punto es algo que nos preocupa, que ya adelanté, y es cómo ayudamos a los deudores no solo a pagar sino a que 
vuelvan a ser sujetos de crédito lo antes posible. Para esa gente, el problema no termina en la solución al endeudamiento; quizás 
empieza ahí porque disponer de crédito para producir es tanto o más importante que solucionar el problema del endeudamiento. 


Finalmente, al sexto punto lo hemos llamado medidas complementarias que, entre otras cosas, pueden requerir iniciativas 
legislativas, que venimos a sugerir y, naturalmente, acciones del Poder Ejecutivo en diferentes ámbitos del sector público. 


Por supuesto que todos estos puntos, que resumen los conceptos de los cuales he partido, tienen un arranque esencial. Se trata de 
examinar caso a caso la situación de la gente a la que queremos ayudar. Por eso hemos insistido tanto en que las soluciones 
genéricas aplicadas al barrer no solo no sirven, sino que generan las señales negativas de las que hablábamos el principio. 


También hemos insistido -y luego veremos el contenido de los criterios que estamos presentando- en que el mejor análisis es el 
que se realiza en el caso de cada deudor, atendiendo a su situación específica. 


El primero de los seis puntos es la definición de los grupos de deudores con atrasos, con los que hemos trabajado. Hemos 
señalado tres grupos. Por un lado están los morosos contumaces, de los que me eximo de mayores comentarios. Estamos 
hablando de deudores que por lo general hace mucho tiempo que deben dinero, y no solo no han respondido por sus deudas sino 
que al tiempo de no presentarse a buscar soluciones con sus acreedores han recurrido a todo tipo de procedimiento o maniobra 
jurídica para evitar caer en situaciones de definición de sus deudas. 


Un segundo grupo son los deudores con atrasos generados, por lo general, en problemas sistémicos que ha tenido el país, como la 
crisis de 2002, pero no remitiéndonos solo a esa crisis, porque el Uruguay ha tenido otras situaciones antes a esa que han 
originado perdida de capacidad de pago. 


El tercer grupo es el de deudores de escasa dimensión económica, lo que solemos llamar deudores pequeños. Esta pequeñez se 
puede definir desde muchos puntos de vista, pero en todo caso ya veremos cómo la definimos nosotros. Obviamente, estos 
deudores tienen problemas críticos no solo por la deuda sino por su escaso margen de maniobra desde el punto de vista 
económico. 


El segundo punto, teniendo en cuenta estas tres categorías, es la cobertura de los criterios que venimos a plantear. Desde el punto 
de vista del plazo, la idea es cubrir situaciones de hasta US$ 250.000 de deudas en términos del capital adeudado. Esta cifra 
puede admitir variaciones en función de la situación específica que se esté analizando, pero es el punto de referencia con el que 
estamos trabajando. Cuando hablamos de cobertura nos estamos refiriendo a deudas hasta ese monto contraídas con anterioridad 
al 31 de diciembre de 2002 o renovadas posteriormente, pero vencidas al 31 de diciembre de 2004 y no regularizadas en estos 
cuatro meses y medio que han transcurrido del año 2005. 


Para estos casos estamos proponiendo actualizar la deuda original convirtiéndola en dólares estadounidenses, con una tasa de 
interés de actualización del 6,5%. A estos deudores les estamos pidiendo que se presenten a intentar una regularización antes del 
30 de setiembre próximo. 


El tercer punto analiza los criterios generales para el tratamiento de todas las categorías de deudores. 


En primer lugar, no habrá tasas de mora, porque sin perjuicio de que estas constituyen un estímulo para el pago, frecuentemente 
configuran una dificultad insalvable para encontrar un acuerdo de pago con el deudor, dada la multiplicación acelerada que 
consiguen generar sobre el monto adeudado. 


En segundo término, se acordarán plazos diferenciales para el reperfilamiento de la deuda según la capacidad de pago del deudor 
y la actividad que desarrollen. Esto, obviamente, tendrá que ser considerado por el deudor cuando se trate de definir los acuerdos 
correspondientes. 


En tercer lugar, habrá quitas por pago total o parcial al contado, de las cuales ya veremos los montos. Por ahora estamos 
anunciando criterios generales. 


En cuarto término, habrá bonificaciones futuras -de aquí en adelante- pactadas desde el comienzo del acuerdo y sujetas al buen 
comportamiento o a la buena conducta del deudor desde el punto de vista del cumplimiento de sus obligaciones. Me parece 
importante resaltar que estas bonificaciones futuras deben estar pactadas desde el comienzo, así como las condiciones para su 
operación. 


En quinto lugar, un criterio general es que se ofrecerá al deudor alternativas de cambio de moneda de su deuda, para intentar 
reducir posible vulnerabilidades debidas a cambios bruscos, que esperamos que no haya. De todas formas, creo que debemos 
contemplar la posibilidad de utilizar un recálculo en unidades indexadas. Naturalmente, esta será una alternativa a ofrecer que 
deberá estar relacionada con la situación del deudor y con la actividad en la que se mueve, con el ritmo de su nivel de actividad y 
con los ciclos de su actividad, que en general son muy cambiantes. La ganadería, por ejemplo, tiene un ciclo biológico 
relativamente largo, mientras que otros sectores de actividad, fuera del agro, tienen ciclos mucho más rápidos, y en el propio agro 
hay ciclos de actividad más rápidos. Habrá que tener en cuenta todos estos aspectos. 


El cuarto punto hace referencia a los criterios específicos a aplicar en el caso de cada categoría de deudor. Para eso me voy a 
remitir a las tres categorías definidas al principio. De hecho, la conducta a seguir con los deudores contumaces ya la definí. Vamos 
a ser extraordinariamente severos. Creo que tengo derecho a usar la palabra "extraordinariamente", porque en el país nunca se fue 
extraordinariamente severo con estos deudores. Por eso digo que vamos a ser extraordinariamente severos. Actuaremos así desde 
dos puntos de vista: publicando su conducta como deudores y acelerando los procedimientos de ejecución. No tengo más para 
agregar a este respecto. 


Para los deudores con incumplimientos asociados a la crisis que el país vivió en 2002 o con otros episodios en los que se pusieron 
en juego factores sistémicos, estamos proponiendo una quita del 20% por cancelación al contado como uno de los criterios de 
ayuda, y para la refinanciación del saldo adeudado solicitamos un pago previo que como mínimo ronde el 10% del capital, más los 
intereses devengados desde el 1” de enero de 2005 hasta la fecha de la redocumentación. 


La tasa de refinanciación de esta deuda debería ser similar a las tasas normales que se aplican a los deudores vigentes. Repito: 
hablamos de quitas de hasta el 20% por pago al contado -obviamente, el "hasta" responde a que estamos en un análisis caso a 
caso; no hay que olvidarlo nunca- y, al mismo tiempo, siguiendo una línea de trabajo general que podrá admitir modificaciones más 
o menos leves en función del tratamiento caso a caso, la refinanciación del saldo adeudado, previo pago, como mínimo, del 10% 
del capital, más los intereses devengados desde el 1” de enero de 2005 hasta la fecha de la redocumentación de la deuda. 


Para los deudores definidos como de consumo o familia -cuya situación sería aconsejable analizar junto a la de los denominados 
pequeños y que están en una situación crítica- tenemos previstas las siguientes propuestas. 


En primer lugar, en general, para los deudores pequeños en situación crítica, estamos previendo una oferta especialmente 
favorable. Para empezar, las quitas por pago al contado podrán alcanzar el 50% del capital adeudado, según el análisis de cada 
caso. 


En segundo término, la refinanciación del saldo adeudado, previo pago de los intereses devengados desde el 1” de enero de 2005 
hasta la fecha de redocumentación, se calculará, no a la tasa normal de los créditos vigentes, sino a tasas preferenciales. Esto 
también estará sujeto al análisis caso a caso, pero reitero que -según la situación- se ofrecerán quitas de hasta el 50% de la deuda 
y tasas preferenciales de interés para el saldo a refinanciar, previo pago de los intereses devengados desde el 1” de enero de 
2005. 


Un caso particular al que quiero hacer especial referencia es el de los deudores definidos como de consumo o familia, con deudas 
por concepto de capital menor a US$ 2.000. Ustedes verán, sobre todo en la parte inicial del documento, una cantidad importante 
de estadísticas sobre deudores, categorías, montos y acreedores que a mi juicio mejoran bastante la información disponible y nos 
permiten movernos con relativa comodidad en el análisis de estas propuestas. 


Estos deudores de menos de US$ 2.000 por concepto de consumo o deudas de familia podrán cancelar al contado con quitas de 
hasta el 50%, igual que en general pueden hacerlo los deudores de hasta US$ 15.000. 


Los deudores de entre US$ 2.001 y US$ 15.000 -que constituyen otra categoría entre los deudores pequeños- podrán cancelar con 
quitas de hasta el 40%, según el análisis de su caso. 


Quienes deban más de US$ 15.000 deberían ser estudiados con criterios similares a los de la categoría de deudores medianos, o 
sea, los que no son contumaces ni pequeños en situación crítica. 


En el caso de refinanciar, los deudores de entre US$ 2.001 y US$ 15.000 deberán pagar, como mínimo, un porcentaje del capital - 
según la categoría- más los intereses devengados desde el 1” de enero de 2005 hasta la fecha de la redocumentación, siendo las 
tasas de interés de refinanciación similares a las que hemos llamado normales según lo que se está aplicando para los créditos o 
deudores vigentes. 


Este es el cuarto punto que quería compartir con ustedes. 


El quinto punto -que ya adelanté- refiere al análisis de las posibilidades de un retorno razonablemente rápido de los deudores 
morosos pero buenos pagadores, a ser sujetos de crédito, esto es, a poder recibir de nuevo créditos de parte del sistema 
financiero. Para ayudar en este camino proponemos que se tengan en cuenta cuatro aspectos. 


En primer lugar, la rentabilidad actual del sector de actividad del deudor. 


En segundo término, las características del deudor como empresario -es decir, si se trata de una empresa en marcha, qué escala 
tiene, qué tecnología usa y cuáles son sus alternativas productivas. 


En tercer lugar, cuáles son las condiciones de generación de excedentes para sustento del deudor, o sea, que sea viable lo que 
estamos proponiendo. 


Por último, los estímulos para la generación de excedentes que se vuelquen a la formación de capital de trabajo propio, es decir, 
que ese deudor al que queremos volver a apoyar con créditos lo antes posible disponga de condiciones para ir formando un capital 
propio que, junto con el crédito a recibir, le permita ser o continuar siendo un productor viable. 


Estos son cuatro criterios a tomar en cuenta, a analizar por las instituciones crediticias acreedoras, no solo para solucionar el 
endeudamiento sino para dar un paso más allá y permitir que ese deudor vuelva a recibir créditos los antes posible en virtud de 
que, sin él, quizás salga del endeudamiento pero no tendrá un futuro viable. 


Los señores Legisladores percibirán de forma clara que los cuatro conceptos que acabo de señalar están directamente 
relacionados con sus posibilidades futuras: rentabilidad, características de la empresa, tecnología empleada y alternativas 
productivas; muchas veces, una empresa no dispone de alternativas productivas -tiene que producir sí o sí aquello en lo que está; 
un ejemplo podría ser la limitación de un recurso natural en el agro- pero otras disponen de posibilidades en ese sentido, lo que 
aumenta las chances de movilización del productor o empresario. 


A la vez, las condiciones para asegurar un futuro excedente que permita el sustento del deudor y hasta la formación, aunque sea, 
de un pequeño capital propio, también influyen notablemente desde este punto de vista. Este es el quinto punto que quería 
compartir con ustedes. 


El sexto y último punto refiere a medidas complementarias que tenemos que estar dispuestos a formular -algunas de ellas ya están 
en curso; ya veremos cuáles-; debemos estar dispuestos a movilizar diversos ámbitos del sector público para que hagan su aporte 
al respecto, incluido el propio Parlamento. 


En primer lugar, nos vamos a referir a las garantías. Aquí tenemos dos problemas: mejorar el régimen actual y disponer de 
instrumentos de garantía distintos a los tradicionales. Voy a volver a utilizar un ejemplo del sector agropecuario para que compartan 
con claridad la inquietud que tenemos. La prenda ha sido una herramienta de garantía muy volátil, que a veces ha desaparecido 
como tal, lo que la ha desprestigiado. Al mismo tiempo, ha introducido dificultades en los procedimientos de relaciones entre los 
acreedores y los deudores, que han perjudicado, especialmente, al deudor aunque primero perjudicaron al acreedor. Por este 
motivo, el acreedor se abroqueló, se protegió y comenzó a no aceptar ciertas garantías. lo que dificultó la relación entre unos y 
otros. 


En este tema proponemos reunir a los responsables de la regulación del Banco Central, al Banco de la República Oriental del 
Uruguay -además de ser la principal institución crediticia del país, es el mayor acreedor de estos deudores que queremos ayudar- y 
a las autoridades de los Ministerios relacionados con estos problemas, para modificar el régimen actual y tener más posibilidades 
de control a fin de evitar que se reproduzcan las situaciones que llevaron a la neutralización de estas herramientas. 


Pero hay una segunda propuesta con herramientas que el país ya tiene en vigencia y que este Parlamento ha generado con mucho 
trabajo -dicho sea de paso- como, por ejemplo, los fideicomisos de garantía, los fondos de garantía, los seguros de créditos, los 
"warrant" y los certificados de depósito. En muchos de estos instrumentos el país ya tiene nueva legislación, que está en vigencia 
desde el Período pasado. Ahora llegó el momento de movilizarlos al servicio de la mejora del problema del endeudamiento. 


La segunda medida complementaria es tener en cuenta la buena experiencia de Uruguay en materia de fondos colectivos 
sectoriales para tratar el endeudamiento, en los que este Parlamento también tuvo un protagonismo especial. Me refiero, por 
ejemplo, al fondo lechero, al fondo arrocero, al fondo de la granja. ¿Por qué no pensar en apelar a este tipo de herramientas para 
ayudarnos a solucionar el endeudamiento? Estos fondos tienen la virtud de tener especial vinculación y arraigo en las situaciones 
económicas específicas de los sectores a los que refiere. Además, vinculan el tratamiento del endeudamiento con la marcha de la 
actividad y la situación del productor o del empresario. Creo que el balance de las experiencias que se hicieron en Uruguay con 
estos fondos ha sido muy positivo -podrá haber alguna apreciación al respecto en diferente sentido-; realmente han ayudado a 
tratar de solucionar un problema que era muy complicado antes de su operación. 


En tercer lugar, como medida complementaria quiero referirme a las normas transitorias de clasificación de riesgo. A la salida de la 
crisis de 2002, el Banco Central aprobó normas transitorias -como su nombre lo indica, han dejado de operar- de clasificación de 
riesgo para tratar de articular dos intereses: por un lado, defender la solvencia de instituciones que venían muy castigadas por esa 
crisis y, por otro, tener en cuenta un inexorable proceso de reestructuración de deudas que el país tuvo por ese motivo. La medida 
complementaria consiste en volver a analizar la posibilidad de que nuevamente se pongan en vigencia estas normas transitorias - 
obviamente, con esa condición, es decir, que sean transitorias- para ayudar a despejar dificultades en este proceso de 
reestructuración de deuda. Debe entenderse -por favor- que, de hacerse esto, se hará igual que en 2002, sin el menor menoscabo 
a la solidez, a la solvencia de las instituciones financieras que integran el sistema de intermediación financiera del Uruguay. 
Creemos que si fue posible en 2002 también puede serlo ahora, apoyando complementariamente este proceso que estamos 
proponiendo. 


En cuarto término, con respecto al llamado "mercado de crédito parabancario" -estamos hablando, por ejemplo, de los 
prestamistas- sobre el que tan poca información tenemos, quisiéramos poner en marcha algunos mecanismos que seguramente 
demanden trabajo parlamentario y también una mayor severidad de la Administración o, por lo menos, una dedicación especial al 
tema. Cuando digo trabajo parlamentario me refiero a modificaciones al régimen de usura, a fin de poder atacar este mal endémico 
que tiene nuestro país; cuando pienso en la Administración me refiero al apoyo muy riguroso de la Dirección General Impositiva, 
orientada al combate de situaciones negativas que se presentan en este ámbito. 


En quinto lugar, quiero destacar un trabajo al que le estamos dedicando mucho esfuerzo en el Ministerio de Economía y Finanzas y 
a cuyo frente hemos puesto al destacado economista uruguayo Fernando Antía. Me refiero a la defensa del consumidor de crédito - 
para decirlo en palabras sencillas- que tiene consecuencias negativas debidas a muchas razones, entre ellas, a no estar informado; 
generalmente, esto no es responsabilidad suya sino nuestra. Queremos mejorar el trabajo de los servicios de defensa de 
consumidor en este terreno de la realidad nacional, porque un deudor bien informado ayuda a encontrar soluciones al respecto. En 
consecuencia, estamos reforzando el trabajo de esta sección de la Dirección General de Comercio, que dirige el economista Antía. 


También debemos reconocer que en este tema tenemos un problema cultural; en la conciencia de los uruguayos no entra mucho lo 
relativo a la defensa del consumidor. Deberemos trabajar para demostrar que con esto también se pueden hacer cosas. Esto 
requiere mucha explicación, mucha comunicación, mucha exposición de conceptos. En este punto, la responsabilidad fundamental 
también es nuestra; la gente no tiene la culpa de que no le expliquemos bien en qué consiste este proceso de ayuda para 
solucionar un problema como el del endeudamiento. Entonces, tendremos que explicárselo de la mejor manera posible. 


En sexto término, nos referimos al impuesto a la demanda judicial. Ustedes saben que cuando se llevan adelante acciones de este 
tipo como consecuencia del endeudamiento, cuando se promueven ejecuciones por créditos documentarios comunes -prendarios o 
hipotecarios- hay que pagar un impuesto de un 1% sobre el monto de capital e intereses objeto de ejecución. Por tanto, 
quisiéramos reestudiar esta situación a los efectos de facilitar que los deudores que no tienen recursos para solventar este 
impuesto puedan, igualmente, participar como protagonistas de un proceso de este tipo. 


Finalmente, no queremos olvidarnos de la situación de los deudores que ya fueron ejecutados y sufrieron un desenlace desde este 
punto de vista. En primer lugar, nos gustaría hacer un relevamiento de productores y de empresarios, es decir, de agentes 
productivos que sufrieron ejecuciones y que pueden haber quedado por el camino totalmente o no; pueden haber tenido 
ejecuciones de una parte de su patrimonio y todavía siguen intentando andar. Estos últimos van a recibir ayuda por varios de los 


criterios que ya expuse y, entre otros, por aquellos que refieren a la parte de la deuda que todavía tienen y que no ha sido objeto de 
demanda de ejecución, y también para que vuelvan a ser sujetos de créditos a fin de poder pagar sus deudas -después de sufrir 
una ejecución- si han sido buenos pagadores. 


Queremos hacer un relevamiento de todas estas situaciones, a los efectos de definir futuras políticas de reincorporación de estos 
compatriotas a la actividad productiva; serán especialmente dedicadas a ellos, teniendo en cuenta sus situaciones. Queremos la 
recomposición patrimonial de estos empresarios productores, es decir, agentes de la producción nacional que han tenido ese 
traspié. 


Estas son las conclusiones que hemos venido a presentar hoy. Los criterios quedan por escrito en este documento que hemos 
traído y acerca del cual me limité a hacer una síntesis de los aspectos que entendía más relevantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos dejar constancia de la presencia del señor Presidente del Banco de la República durante toda 
la exposición del señor Ministro, contador Fernando Calloia. 


La Comisión distribuirá el contenido de la exposición del señor Ministro en un documento de trabajo y dejaríamos en libertad al 
equipo económico, si los señores Legisladores están de acuerdo. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- La exposición del señor Ministro ha sido muy didáctica, pero siempre nos van a quedar cosas 
para leer. 


Habíamos resuelto en la Comisión que en el día de hoy el señor Ministro nos daría su opinión sobre los borradores de los proyectos 
del señor Senador Saravia. El señor Presidente quedó en enviarlos. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS..- Mi posición al respecto es pública y notoria, pero hoy no fui invitado para hablar 
de ese tema. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Entonces, el señor Presidente de la Comisión está en falta porque habíamos resuelto enviar estos 
documentos. El lunes pasado dijo que como no había estado no lo pudo firmar y que por esa razón lo enviaría ese día. 
Indudablemente, estamos ante la voluntad omnipotente del señor Presidente que hace lo que se le antoja. Pero ese es un tema 
que resolveremos después. 


Yo creí que se había cumplido con el trámite normal. Después, cuando el señor Ministro no esté, resolveremos este tema. 
SEÑOR BIANCHI.- Quisiera formular tres preguntas. 
En primer lugar, me gustaría saber si tiene una definición de deudor contumaz. 


En segundo término, el señor Ministro habló de que se podrían dar nuevos créditos a los morosos que regularizaran su situación. 
Me interesaría saber si se refiere solo a la banca pública o también a la privada. 


Por último, el señor Ministro no hizo referencia -no sé si porque lo omitió o porque no está considerado- a si va a haber alguna 
exoneración en los impuestos de los intereses. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Todo este esquema de posibilidades de baja, de quitas de capital y de refinanciaciones es solo para la banca 
pública? En tal caso ¿se incluye el fideicomiso del BROU, el BHU y el Nuevo Banco Comercial, o a todo el sistema? ¿Hay algún 
acuerdo con la banca privada? 


Más allá de los deudores contumaces, cuando se habla de deudores con atrasos originados en problemas sistémicos -se habló de 
la crisis de 2002 y demás- ¿hay algún criterio en las fechas? Se habló de situaciones, pero estas pueden ser muchas. ¿Hay alguna 
fecha límite? 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Me gustaría saber si hay alguna fecha para hacer el cálculo de la deuda a refinanciar o para 
realizar la quita y si ya se sabe la tasa de interés para aplicar. 


SEÑOR BOTANA.- Quisiera formular algunas preguntas. 


Los gerentes que van a decidir la viabilidad de las empresas ¿qué nivel de formación empresarial tienen? Pregunto esto en la 
medida en que son los mismos gerentes que a la hora de dar los créditos dejaron bastante que desear en materia económica y 
financiera y respecto de la viabilidad de las empresas. Son los mismos que van a decidir si las empresas son viables o no para 
pagar los créditos. 


En la medida en que no hay una ley y vamos a decidir caso por caso ¿en qué fecha se van a tomar las decisiones? Tenemos una 
fecha para el amparo, pero no definida para la toma de decisión. 


Por otra parte, ¿hay suspensión de ejecuciones o no, en tanto y en cuanto no se produzca el amparo? 


¿Esto tiene valor para la banca privada y el gerente es juez y parte? ¿O esto lo decide el Ministerio de Economía y Finanzas fijando 
los criterios? 


Por último, si el Ministerio tiene tan claros los criterios ¿por qué no se establecen por ley? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la intervención del señor Diputado Botana, pero le otorgamos el uso de la palabra en la 
tolerancia y en la amplitud de la cristalinidad que tiene la Comisión. Digo esto porque según la Secretaría, el señor Diputado no 
forma parte de la Comisión. De todos modos, no lo interrumpimos en el uso de la palabra porque esta Comisión se creó a efectos 
de dar cristalinidad e información a los partidos políticos. Hago la aclaración por un tema de orden. 


SEÑOR BOTANA.- Soy integrante de la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo hablaremos después, señor Diputado. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Hay una pregunta que, desde mi punto de vista, se ha reiterado en las 
intervenciones de diversos señores Legisladores y es la que se refiere a qué papel juega la banca privada y al alcance que tiene 
esa expresión, así como el alcance de la expresión banca pública. 


La expresión banca pública es todo, incluido el Nuevo Banco Comercial y el fideicomiso del Banco de la República. El Nuevo Banco 
Comercial, dicho al pasar, tiene una participación relativamente muy reducida desde el punto de vista de su papel como acreedor 
en esta situación que estamos analizando, pero la abarca. 


Como es notorio, nosotros no podemos establecer criterios con la naturaleza vinculante con la banca privada. Con esta tendremos 
que actuar por la vía del diálogo y la búsqueda de acuerdos. Soy muy optimista al respecto. Creo que cuando uno mira los números 
de la actuación de la banca privada con respecto al endeudamiento, se da cuenta -los presentamos hace poco en la Comisión de 
Hacienda de la Cámara de Representantes cuando nos convocó a analizar el tema- de que es perfectamente posible llegar a 
acuerdos que estén en línea con estos criterios que estamos analizando. Les pido que compartan mi punto de vista. Es 
perfectamente posible tener acuerdos que se aproximen muy estrechamente a estos criterios generales. Hay que dialogar, hay que 
conversar, no se puede imponer. 


Quiero recordarles -ustedes me perdonarán la reiteración y la insistencia- que esta es una propuesta de análisis caso a caso. Este 
es, por lo menos, uno de los criterios fundamentales. Entonces, todo lo que de alguna manera tergiverse o neutralice el análisis 
caso a caso no forma parte de estos criterios. Si, por ejemplo, yo dijera cómo se califica a un deudor contumaz con un plazo que 
rige para cualquiera estaría faltando al criterio fundamental que propuse al principio. Entonces, al hablar de deudores contumaces 
nosotros estamos aludiendo a algo que los uruguayos conocemos muy bien: son los deudores de larga data que, por otra parte, no 
han demostrado voluntad de pago acercándose al acreedor a buscar un acuerdo. Pero no me pidan que les ponga un plazo; no lo 
voy a hacer porque esto es, también, parte de la valoración que el acreedor tendrá que hacer. El criterio juega para acordar y 
también para condenar, si se puede utilizar esta palabra. 


Respecto de los impuestos mencionados, en relación a los intereses, este Ministerio ya está trabajando en la elaboración de una 
importante reforma tributaria. No querríamos repetir algo que fue tan frecuente en la historia uruguaya contemporánea, que es 
tomar medidas aisladas desde este punto de vista para remediar situaciones que se le han presentado al país, que han traído como 
consecuencia un sistema tributario que se fue formando aluvionalmente, con parches de todo tipo en un sentido y en otro, parches 
en la agregación de impuestos cuando necesitamos recursos, parches en las exoneraciones cuando quisimos estimular ciertas 
actividades. Nosotros queremos apostar por primera vez en mucho tiempo a hacer una reforma tributaria global donde estén en 
juego no solo los impuestos actuales y los que queremos que haya en el futuro, definiendo los criterios de justicia, de eficiencia y de 
coherencia con la inversión productiva, sino también todas las exoneraciones tributarias que, a veces, ni siquiera nosotros mismos 
conocemos: la renuncia fiscal que hace el país muchas veces y que tenemos que conocer. Para mí esta propuesta del señor 
Diputado, que es muy válida e interesante -que, por supuesto, será estudiada debidamente porque es importante- ingresa en ese 
terreno de análisis en el contexto de una reforma tributaria global. Les pido que, por favor, aguarden la propuesta de esa reforma, 
que nos hemos fijado como plazo máximo formularla y enviarla al Parlamento -será este el que tendrá la última palabra- en el correr 
de este año. 


En cuanto a la formación profesional de Gerentes del Banco de la República, yo no soy quién para opinar. Lo que sí quiero señalar 
es que, por lo general, el Gerente del Banco de la República es una persona que conoce el medio con el que está trabajando, 
conoce la historia de los deudores, conoce incluso, muchas veces, su situación familiar y, ni qué hablar, conoce su situación 
productiva. Pero, en todo caso, les quiero decir algo: los Gerentes van a tener una participación importante pero, en definitiva, las 
autoridades del Banco van a estar permanentemente supervisando lo que los Gerentes hagan. Será seguramente responsabilidad 
del Banco prestar atención a esa situación. 


Se me pregunta sobre la suspensión de ejecuciones y por qué no una ley. Yo creo que he dado abundantes respuestas a estas dos 
preguntas. El examen caso a caso es contradictorio con una ley, que siempre establece criterios generales al respecto. Por otra 
parte, si el deudor se presenta a buscar acuerdos a partir de estos criterios, no será ejecutado, pero los deudores contumaces - 
entre los que se cuentan aquellos a los que no les interesa llegar a ningún acuerdo- van a ser ejecutados. No solo no se les 
suspenderá la ejecución sino que se les acelerará. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Hice algunas preguntas que no me ha contestado: la fecha, el monto y la tasa de interés desde 
que está vinculado hasta ahora. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se trata de deudas contraídas con anterioridad al 31 de diciembre de 2002, 
renovadas en algún caso, vencidas al 31 de diciembre de 2004, y no regularizadas posteriormente durante los meses de 2005 que 
han corrido. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- ¿Cuál fue la tasa de interés entre 2002 y 2004? 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como ya anuncié y está detallado en el documento, es de un 6,5%. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades que nos visitaron. 


(Se retiran de sala el señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, el señor 
Subsecretario de Ganadería, Agricultura y Pesca y el señor Presidente del Banco de la República) 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Con el mayor de los respetos y con el afecto que me merece el señor Presidente de la Comisión, 
quisiera que se nos explicara algo. Como recuerda el Presidente, en una sesión habíamos resuelto enviar los borradores del 
Senador Saravia al Ministro de Economía y Finanzas para que nos diera su opinión. La semana pasada, cuando se dijo que el 
Ministro venía, el señor Presidente dijo que no se los había podido enviar porque había estado de viaje o de licencia -no recuerdo 
bien- pero que ese mismo día -el lunes de la semana pasada- lo haría. 


Quisiera saber si el Presidente envió esos borradores y si le dijo al Ministro que queríamos escuchar su opinión. El Ministro dijo que 
no fue convocado para opinar sobre los proyectos del Senador Saravia. Entonces, o el Ministro no dice lo correcto o el señor 
Presidente de la Comisión no actuó de acuerdo con lo que habíamos resuelto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Enviamos los antecedentes al Ministerio y tuvimos reuniones con el equipo económico. El objetivo de esta 
Comisión era buscar una solución al endeudamiento interno que pesa sobre la sociedad. Dada la importancia de los anuncios que 
realizó hoy el señor Ministro y su equipo económico, el Ministerio todavía no tiene estudiados esos temas. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- Entonces, ¿para qué nos presentó esos documentos el Senador Saravia? Cuando nos presentó 
los documentos, lo primero que hicimos nosotros fue resolver enviárselos al Ministro para saber su opinión. Ni siquiera pedimos la 
opinión por escrito -como se dijo en un momento- porque se nos expresó que no era función de esta Comisión. Entonces 
acordamos que cuando viniera, opinara al respecto: si esto está bien, horrible, o es un mamarracho. El Ministro podría haber dado 
su opinión al respecto porque lo habíamos resuelto por unanimidad; eso es lo que me preocupa. Si hubiera sido una iniciativa mía, 
el Ministro podría haber dicho: "Yo ya opiné por la prensa o en el Plenario del Frente Amplio". Pero esta Comisión resolvió por 
unanimidad que el Ministro viniera y diera su opinión. Como el Ministro dijo que no lo habían convocado para hablar sobre ese 
tema, el que estuvo en falta, entonces, fue el señor Presidente de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Ministro informa donde tiene que informar: el Ministro informó en esta Comisión. Me parece que el 
objetivo central de esta Comisión -ya lo dije- era saber la posición del Poder Ejecutivo respecto de la situación de endeudamiento 
interno. Hoy, el Poder Ejecutivo ha manifestado su posición en la globalidad del endeudamiento interno. Los documentos 
presentados por el señor Senador Saravia eran insumos a efectos de confluir en la solución de los problemas globales. Hoy existe 
una presentación global que fue distribuida; para el Presidente de la Comisión y la Bancada de Gobierno se ha dado un paso en tal 
sentido. Creemos que esa solicitud que se envió en su momento fue parte de los documentos que se trabajaron en pos de lo que el 
Ministro acaba de informar. 


SEÑOR DA ROSA.- Consideramos que la información que ha brindado esta tarde el señor Ministro y el equipo económico es un 
paso muy importante. Creo que corresponde que nos aboquemos a estudiar esta propuesta y estos criterios que ha manejado el 
señor Ministro. 


Quisiera saber si la Comisión tiene previsto realizar otra reunión con el señor Ministro o con representantes del equipo económico, 
una vez que tengamos posición formada sobre los documentos que el señor Ministro ha entregado esta tarde en el seno de la 
Comisión. 


SEÑOR ASTI.- Creo que este material fue presentado para que pudiera ser analizado. Respondiendo a la inquietud del señor 
Diputado González Álvarez, debo decir que esta es la posición del Poder Ejecutivo y la que han acompañado los Legisladores del 
Gobierno que también han trabajado en este tema. A la pregunta de cuál era la posición del Ministro con respecto a otro tipo de 
soluciones, la respuesta es una sola: la solución que ha encarado el Gobierno en un todo, entre Poder Ejecutivo y Legisladores de 
Gobierno. 


Creo que esto merece un análisis y, dentro de las facultades de esta Comisión y de todo Legislador, se podrá requerir ampliación 
sobre algunos temas. Del documento y de las palabras del señor Ministro se puede deducir que el Banco Hipotecario fue excluido 
porque no fue tratado. Para nosotros, este asunto forma parte de nuestro ámbito de trabajo. Oportunamente, luego de analizado 
este tema, debemos ver si hay propuestas que incluyan de forma similar a la temática que corresponde al Banco Hipotecario. Este 
tema no ha sido tratado por el Ministro en el día de hoy, entre otras cosas porque si bien se trata de un banco, su relacionamiento 
es con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente más que con el de Economía y Finanzas. Como para 
nosotros este asunto también es endeudamiento interno, deberemos tener las instancias de una aproximación, más allá de la 
información que nos diera el Director Morodo hace dos reuniones atrás con respecto a cómo se va a encarar el endeudamiento y la 
vivienda. 


SEÑOR ALFIE.- Sin ánimo de polemizar, debo decir que lo que expresó el señor Diputado González Álvarez es estrictamente 
cierto. Uno puede entender que, como el señor Ministro realizó un viaje a Brasil y otro a Asunción del Paraguay -todos lo vimos- no 
tenga posición, pero me parece que tendría que haberlo explicitado antes. Quiere decir que no vamos a tratar uno de los dos temas 
porque el Ministro no ha tenido tiempo de estudiarlo. Reitero que digo esto sin ánimo de polemizar. 


Es una situación que se dio la vez pasada y hoy se vuelve a reiterar. Cada uno tiene sus inquietudes particulares y tiene el derecho 
de que sean contestadas. En este caso, se puede contestar lo siguiente: "Estábamos priorizando esto que nos parece importante - 
ahora vamos a dejar alguna constancia- y no tuvimos tiempo de estudiar algo que parecía más complejo". Esto es una cosa 
bastante razonable. 


Recuerdo cuando estaba del otro lado que una vez me citaron a Sala y la noche anterior surgió otro tema y me dijeron que había 
que contestarlo a la mañana siguiente. Pedí que no fuera así y su fuerza política armó un gran lío porque no contestaría a la 
mañana siguiente algo que era imposible que así hiciera. Entonces, pedí tres o cuatro días más de plazo, lo que fue aceptado a 
desgano por algunos y de buena forma por otros, pero así se hizo. Me parece que habría que hablar con el señor Ministro o con 
quien sea porque creo que esta Comisión se merece una contestación al petitorio. 


SEÑOR MUJICA.- Si lo que se está discutiendo es un problema de procedimientos dentro de la Comisión, está perfecto. Ahora, 
con respecto al tema de la deuda interna, lo que hay que discutir es la propuesta del Gobierno y es esta que acaba de hacer el 
señor Ministro y nos acaba de presentar. No es la propuesta del Gobierno cualquier otro proyecto de ley que hubiera sido planteado 
en cualquier lado hasta el día de hoy. Por lo tanto, me avengo a discutir los procedimientos; si fueron o no correctos. Esto es una 
cosa. Pero no estoy dispuesto a cambiar el eje de discusión de la propuesta del Gobierno que se acaba de hacer a una propuesta 
que nunca se terminó de hacer. 


Acá se hizo una propuesta de tratamiento de la deuda interna, que es la que acabamos de escuchar. Me parece muy razonable el 
planteo del señor Senador Da Rosa. Hay que estudiar el documento; se tendrá opinión a favor o en contra en algunos aspectos o 
en otros; lo discutiremos. Toda la sociedad se va a enterar de esta propuesta a partir de ahora y nos van a hacer llegar su toma de 
posición. Pero finalmente ese es el eje de discusión político que tenemos por delante. 


Con respecto a otros proyectos que se hubieran presentado, reitero que una cosa es si se envió un proyecto y otra cosa es discutir 
como si no hubiera una propuesta del Poder Ejecutivo sobre la mesa. 


SEÑOR ALFIE.- No es así. Si la Comisión vota el pedido de opinión al Poder Ejecutivo no es una cosa de procedimiento. No tiene 
nada que ver. Ahora tenemos una propuesta. Está bien. Pero se votó que se pida la opinión del Poder Ejecutivo. Si la opinión llega 
en un tiempo más largo o más corto, bueno, todo no se puede hacer tan rápido; a veces las cosas son complejas. Pero es eso de lo 
que estamos hablando; nada más. No es un tema de cualquier cosa. Puede venir cualquier cosa y nosotros no pedimos opinión al 
respecto. Es solo eso. 


SEÑOR ASTI.- Reitero lo que dije en mi intervención anterior. Creo que el señor Ministro contestó la pregunta. Lo hizo ante la 
primera pregunta del señor Diputado González Álvarez y dijo -seguramente está en la versión taquigráfica-: "Ustedes ya saben mi 
opinión sobre eso". Pero fue mucho más preciso luego cuando respondió al señor Diputado Botana, diciendo: "Obviamente que el 
caso a caso elimina la posibilidad de una solución legal genérica". Si eso no es una respuesta a cualquier proyecto de suspensión 
de ejecuciones genérico que se haya presentado, no sé qué otra cosa quieren. 


SEÑOR GONZALEZ ALVAREZ.- El señor Ministro no dijo eso. El señor Ministro dijo: "Yo no vine a opinar sobre ese proyecto". Así 
dijo. Ese es el tema. Que él por elevación nos esté diciendo que el proyecto del señor Senador Saravia es un mamarracho -con el 
respeto que tengo por el señor Senador- puede hacerlo, pero aquí dijo: "Yo no vine a hablar de ese proyecto". Eso es lo que a mí 
no me trae satisfacción, porque por unanimidad esta Comisión decidió enviárselo para que el Ministro opinara sobre el proyecto y el 
Ministro viene y dice: "Yo sobre eso no voy a opinar". Eso es lo que nos dice el Ministro. Creo que él está desairando a la Comisión. 


Él podría haber dicho: "Miren, me enviaron ese proyecto; lo voy a contestar la próxima vez que concurra, dentro de un mes", 
etcétera, lo que él quiera. Pero él dijo: "Yo sobre ese proyecto no voy a hablar". Entonces, el señor Diputado Asti no me puede decir 
que en las respuestas está incluida la opinión del señor Ministro, porque él dijo: "Yo no vengo a dar opinión". De lo contrario, 
hubiera dicho: "Miren, lo que yo opino sobre el proyecto es lo siguiente". 


Lo podemos ver después en la versión taquigráfica -un poco de memoria tengo- pero él dijo: "Yo no vine a hablar de ese proyecto". 
Entonces, uno se pregunta: ¿para qué está esta Comisión? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En uso de su memoria, la Presidencia también tiene que informar que esta Comisión nace de la Asamblea 
General a instancia de la Bancada de Gobierno con la finalidad de participar de la información del tema puntual del endeudamiento 
interno a todos los partidos y los sectores políticos que representan este Cuerpo parlamentario: Senadores y Diputados. Por ahí 
vamos caminando. Creo que no debemos desvirtuar el camino de la Comisión. Agradezco a los Senadores y Diputados el esfuerzo 
y solicito que apelen a la memoria global. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Tengo ahora una duda que me surge por su última oración: ¿esta Comisión es para informar a los 
sectores políticos o para participar en la discusión de este tema? 


(Interrupción del Señor Presidente) 


Partiendo de la base de que es una Comisión para participar en la discusión de este tema, en relación al cual no tengo dudas que 
nos preocupa a todos por igual, podemos entender que hay diferentes caminos en función de nuestra manera de pensar y de la 
valoración que tengamos en el tiempo de circunstancias cambiantes. El mismo Ministro sostiene hoy una posición distinta a la de 
otros tiempos. En otro momento el señor Ministro ha sido partícipe de la solución de este tipo de problemas a través de la ley, 
comprendiendo los actores financieros públicos y privados. El señor Ministro es un hombre inteligente y me imagino que sus 
razones tendrá para mantener una posición diferente ahora. Además, es un conocedor del tema. 


Entonces, para los que no entendemos tanto, o para mí que entiendo muy poco de esto, todo el insumo que me llegue es útil y me 
ayuda a aclarar el tema. 


Por supuesto que tiene importancia relevante lo que parta del señor Ministro, por su formación, por su capacidad y por ser Ministro 
de un Gobierno que tiene mayorías muy importantes, pero además me interesa que tengamos la posibilidad de discutir e inclusive 
conocer su opinión, que es muy calificada -lo digo de verdad, no es una picardía- sobre otras opciones que pueda haber a través 
de la vía legislativa. Creo que eso varía la situación desde el punto de vista conceptual, y me parece que es importante para 
nuestro consumo tener la posibilidad de conocer su opinión y de discutir sanamente sobre otras opciones e inclusive expedirnos al 
respecto. 


Cuando decimos que vamos a crear una especie de marco para que el endeudamiento interno se estudie caso a caso en el ámbito 
público, y decimos que para el ámbito privado vamos a exhortar, se me genera una gran duda, porque no creo que esté en la 
intención de ningún actor político. Sin embargo, entendamos que la gran diferencia de esa posición con respecto a la de la ley es 
que si esa exhortación no es atendida como desearíamos se estaría generando una gran desigualdad entre los uruguayos 
deudores del sistema público y del sistema privado, y una segunda injusticia con la banca pública, que terminaría obligada a 
encuadrarse en ese marco, frente a la banca privada que podría decir: "me exhortan pero no hago caso". 


Este es el tipo de preguntas sobre las cuales quiero conocer la opinión de todos, y la de más importancia es la del señor Ministro. 
Más allá de la forma y de todo esto que ha generado esta pequeña conversación fuerte entre nosotros, creo que debemos tratar de 
tender a conocer todas las opiniones sobre todos estos temas para poder responder bien acerca de lo que va a pasar con las 
ejecuciones, con el caso a caso, etcétera. 


Entiendo conceptualmente la pregunta que hacía el señor Legislador Botana. Creo que es de mucha dureza con los gerentes, pero 
es cierto que estos deben tener un marco muy definido en el cual poder moverse. No podemos permitir que los deudores que se 
enfrentan a distintos gerentes puedan obtener distintas soluciones a casos similares, según su discrecionalidad, aunque tal vez con 
la mejor intención. Debemos tener mucho cuidado al discutir estos temas para no generar situaciones de injusticia. 


En el momento que fuera posible quisiera, humildemente -como Diputado chiquito que soy, que seguramente tiene un pasaje 
efímero por este Parlamento- poder discutir sin tener miedo de preguntar algo a quien sea y conocer la opinión de quien nos visite. 
Digo esto sin que se deba interpretar como una picardía. 


SEÑOR BRENTA.- Más allá de algunos matices, me da la impresión de que el señor Ministro ha volcado a la Comisión un 
documento que merece ser analizado con tiempo a los efectos de que luego sea debatido y puedan ser recogidas las propuestas, 
inquietudes, preguntas o iniciativas que pueda haber y que son de recibo, porque son temas de tratamiento de esta Comisión. 


Al mismo tiempo, me da la impresión de que deberíamos encomendar al señor Presidente coordinar con las autoridades del Banco 
Hipotecario del Uruguay -pues a texto expreso se dice que no se va a abordar la problemática de las deudas por préstamos para 
vivienda, que serán tratadas por separado- a los efectos de poder incluir en este paquete nada más y nada menos que el tema del 
endeudamiento con esa institución, que es un aspecto que afecta a mucha gente y que debe ser considerado. 


Por último, anuncio que la Cámara de Representantes está sesionando en este momento, haciendo un homenaje al señor 
Campodónico, y luego hay sesión ordinaria de ambas Cámaras, razón por la cual, si no violenta a nadie, sería bueno prever una 
nueva fecha de sesión a los efectos de ampliar el debate respecto a este documento, recoger si es posible información del Banco 
Hipotecario del Uruguay y, por último, que algunas iniciativas que puedan estar planteadas puedan ser viabilizadas a través de las 
Comisiones correspondientes de cada Cámara. De manera que debemos evaluar si esta Comisión va a continuar trabajando 
porque, en realidad, hoy hay un marco sobre la mesa, o si remitimos la temática a las Comisiones correspondientes del Senado y 
de la Cámara de Representantes en forma separada. 


SEÑOR PERDOMO.- Preguntaba si esto iba a ser objeto de discusión por parte de esta Comisión porque así entendemos la 
participación en algo técnicamente muy avanzado. Lo digo porque si uno de los insumos para este documento fue el insumo del 
señor Senador Saravia, la verdad es que la tecnología avanza rápidamente. La pregunta era si esta Comisión va a discutir este 
documento y aquí vamos a radicar las opiniones de nuestras fuerzas políticas. Veo que hay cierta duda al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo ninguna duda de que en esta Comisión vamos a poder discutir, porque tenemos competencia 
como Legisladores. Aquí se nos ha informado de actos administrativos que no involucran a este Cuerpo. Las resoluciones del 
Poder Ejecutivo que fueron informadas hoy ya están funcionando. Nosotros podemos opinar sobre ellas, podemos testearlas, 
mejorarlas o alterarlas, pero son resoluciones administrativas que -salvo mi honroso desconocimiento del Derecho- tengo entendido 
que no necesitan iniciativa legislativa. Eso no quiere decir que esta Comisión se vacíe de contenido. Por el contrario, debe seguir 
colaborando, participando y monitoreando el funcionamiento de estas pautas que se ha dado el Poder Ejecutivo. La intención no es 
coartar la discusión. No quise contestar a un señor Legislador que lo mencionó porque no me parece que colabore hacer una 
guerra de guerrillas con gente que se aprecia tanto. 


Por Secretaría se comunicará día y hora de la próxima sesión. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 38) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


